
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común, significándose que el procedimiento de apremio,
aunque se interponga recurso, solamente se suspenderá
previa aportación de garantías para el pago de la deuda,
en los términos y condiciones señalados en el artículo 184
del citado Reglamento.

Transcurrido el plazo de tres meses desde la interposi-
ción de dicho recurso de alzada sin que recaiga resolu-
ción expresa, el mismo podrá entenderse desestimado,
según dispone el artículo 183.1.a) del Reglamento
General de Recaudación de los Recursos del Sistema de
la Seguridad Social, lo que se comunica a efectos de lo
establecido en el artículo 42.4 de la Ley de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común.

Santander, 22 de noviembre de 2002.–La recaudadora
ejecutiva, Elena Alonso García.
02/14486

DIRECCIÓN PROVINCIAL DE LA TESORERÍA
GENERAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL

Unidad de Recaudación Ejecutiva 39/04

Notificación de diligencia de embargo de bien mueble-
vehículo, expediente número 02/153.

Doña Elena Alonso García, jefa de la Unidad de
Recaudación Ejecutiva 39/04 de Santander,

Hace saber: Que por figurar en su domicilio como des-
conocido o se ausentó la interesada «Obras y
Construcciones Ruiz González», CIF B-39417183 y domi-
cilio en la calle Ruamayor, número 9, de Santander, se
hace pública la siguiente:

Diligencia de embargo: Notificadas a la deudora de refe-
rencia, conforme al artículo 109 del Reglamento General
de Recaudación de los Recursos del Sistema de la
Seguridad Social, las providencias de apremio por los
débitos cuyo cobro se persiguen en este expediente eje-
cutivo, sin que los haya satisfecho, de acuerdo con la pro-
videncia de embargo de bien dictada en el mismo, declaro
embargado el vehículo de su propiedad marca
«Piquersa», modelo «1500S», matrícula E8320BBG, por
un importe de 15.650,94 euros.

En virtud de lo dispuesto en el artículo 128.4 de dicho
Reglamento General de Recaudación, los vehículos tra-
bados deben ponerse, en un plazo de cinco días, a dispo-
sición inmediata de esta Unidad de Recaudación
Ejecutiva, con su documentación y llaves necesarias para
su apertura, funcionamiento y, si procede, custodia, con la
advertencia de que, en caso contrario. dichos actos
podrán ser suplidos a costa del deudor y se procederá a
solicitar a las autoridades que tengan a su cargo la vigi-
lancia de la circulación, y a las demás que proceda, la
captura, depósito y precinto del vehículo objeto de
embargo, en el lugar donde se halle, poniéndolo a dispo-
sición del recaudador embargante, así como que impidan
la transmisión o cualquier otra actuación en perjuicio de
los derechos de la Seguridad Social.

El bien será tasado por esta Unidad de Recaudación
Ejecutiva, o por las personas o colaboradores que se indi-
can en el vigente Reglamento, a efectos de la posible
venta en pública subasta de los mismos, si no se atiende
al pago de la deuda, sirviendo el valor de tasación para
fijar el tipo de subasta, de no mediar objeción por parte del
apremiado. Asimismo, se expedirá mandamiento al
Registro correspondiente para la anotación preventiva del
embargo a favor de la Tesorería General de la Seguridad
Social y solicitar del mismo la certificación de cargas que
graven los bienes embargados.

Asimismo, se requiere al deudor para que en el plazo de
ocho días comparezca por sí o por medio de represen-
tante en el expediente de apremio que se le sigue, a fin de
proceder a la práctica de las notificaciones a que haya

lugar, con la prevención de que en el caso de no perso-
narse el interesado, se le tendrá por notificado de todas
las sucesivas diligencias hasta que finalice la substancia-
ción del procedimiento, de conformidad con lo precep-
tuado en el artículo 109 del repetido Reglamento General
de Recaudación de los Recursos del Sistema de la
Seguridad Social.

Contra el presente acto, que no agota la vía administra-
tiva, podrá interponerse recurso de alzada ante la
Dirección Provincial de la Tesorería General de la
Seguridad Social, en el plazo de un mes, a contar desde
la recepción de la notificación por el interesado, de confor-
midad con lo dispuesto en el artículo 34 de la Ley General
de la Seguridad Social, aprobada por Real Decreto
Legislativo 1/1994, de 20 de junio, según la redacción
dada por la Ley 42/1994, de 30 de diciembre, de Medidas
Fiscales, Administrativas y de Orden Social, y en los
artículos 182 y 183 del Reglamento General de
Recaudación de los Recursos del Sistema de la
Seguridad Social, aprobado por RD 1.637/1995, de 6 de
octubre, en relación con los artículos 114 y 115 de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, significándose que el procedi-
miento de apremio, aunque se interponga recurso, sola-
mente se suspenderá previa aportación de garantías para
el pago de la deuda, en los términos y condiciones seña-
lados en el artículo 184 del citado Reglamento.

Transcurrido el plazo de tres meses desde la interposi-
ción de dicho recurso de alzada sin que recaiga resolu-
ción expresa, el mismo podrá entenderse desestimado,
según dispone el artículo 183.1.a) del Reglamento
General de Recaudación de los Recursos del Sistema de
la Seguridad Social, lo que se comunica a efectos de lo
establecido en el artículo 42.4 de la Ley de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común.

Santander, 22 de noviembre de 2002.–La recaudadora
ejecutiva, Elena Alonso García.
02/14487

DEMARCACIÓN DE COSTAS

Notificación de resolución de expediente sancionador
número D-65/02.

No habiendo sido posible efectuar la notificación a la
persona a continuación relacionada como inculpada, en la
que se daba traslado de la Resolución, por actuaciones
contrarias a lo establecido en la Ley 22/1988, de 28 de
julio, de Costas. Por el presente edicto se hace público el
contenido de la misma, en parte bastante, a los efectos
establecidos en el artículo 59 de la Ley de Régimen
Jurídico de las Administraciones Publicas y del
Procedimiento Administrativo Común y su modificación
por Ley 4/1999, de 13 de enero.

- Expediente sancionador: D-65/02.
- Inculpado: Don Óscar Icaran Tojo.
- Cargo formulado: Acampada en terrenos de dominio

público marítimo-terrestre, en la playa de Oriñón, término
municipal de Castro Urdiales.

- Sanción impuesta: 150,25 euros.
Dicha multa se deberá satisfacer, en el plazo de veinte

(20) días, contado a partir de que la resolución sea defini-
tiva en vía administrativa, ingresándolo en el Tesoro
Publico, Delegación Provincial del Ministerio de Economía
y Hacienda, debiendo presentar el justificante del pago en
esta Demarcación.

Del incumplimiento de la obligación económica indicada
se dará traslado a la Agencia Estatal de la Administración
Tributaria, para su cobro por la vía de apremio, en aplica-
ción del Reglamento General de Recaudación.

Contra esta Resolución podrá interponer recurso de
alzada, ante la Dirección General de Costas, órgano com-
petente para resolverlo, en el plazo de un (1) mes, de con-
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